PUBLICO Y PRIVADO EN EL REGIMEN JURIDICO DE LA DESALACION DEL AGUA
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1. Arco pE HisToRIA
1.1. Los primeros pasos

Aunque no faltan ocurrencias mds antiguas (como la
expuesta por AristSteles en el Libro I de Los Metzeo-
roldgicos), la primera experiencia practica de desala-
cién industrial de agua marina fue en el puerto de
Adén (Mar Rojo) por iniciativa del Reino Unido de
la Gran Bretafa, y se remonta al afio 1869. No
mucho después, en 1872 se emprende otro proyecto
similar en la zona minera de Las Salinas (cerca de

Antofagasta, Chile).

Desde entonces la produccién industrial de agua
mediante su desalacién se ha desarrollado utilizando
muy diversas técnicas, pero en la actualidad las mds
frecuentes y habituales son la filtracién mediante
dsmosis inversa y la destilacion (a las que por su fuerza
sugerente cabe afiadir la propuesta literaria de Alberto
Viazquez Figueroa', que es una variante de la dsmosis
inversa fundada en el flujo y reflujo de las mareas).

En Espafia se ha destacado con énfasis la escasez
de recursos hidrolégicos; algunos opinan que no fal-
ta agua sino que sobra sal. Por impulso de la inicia-
tiva privada, en el ano 1964 se pone en marcha la
primera planta de desalacién de agua marina, que se
instala en Lanzarote y utiliza el método de la evapo-
racién-condensacién. La iniciativa publica es la que
emprende la puesta en funcionamiento de la segun-

*

1

da planta desaladora, hecho que tiene lugar en Ceu-
ta en el ano 1969.

Como suele suceder, la realidad socioeconémica se
adelanta al Derecho, ya que en aquellas fechas el
ordenamiento juridico no disponfa una regulacién
especifica aplicable a la ejecucién de esos proyectos
(la Ley de Aguas de 1879 y la Ley de Puertos de
1928 guardaban silencio sobre ese extremo). Poco
después la Ley de Costas de 1969 incluyé alguna
prevision sobre las concesiones para tomas de agua,
que no se aplicé a las estaciones de desalacién aco-
metidas después de su entrada en vigor.

Aunque resulte llamativo, ni la Ley de Aguas de
1985 (LA) ni la de Costas de 1988 (LC) regularon las
desaladoras. La tnica referencia expresa que a la desa-
lacién contiene el texto originario de la LA, es la rela-
tiva a los auxilios de Estado (es decir, a la actividad
administrativa de fomento; en cambio, nada se dice
sobre la ordenacién de esa actividad industrial de
desalacién ni sobre el régimen de aprovechamiento de
un bien de dominio puiblico como es el agua marina).

El silencio de la legislacién estatal contrasta con el
interés despertado por esta materia en la normativa
de la Comunidad Auténoma de Canarias. Primero
la Ley 10/1987, de 5 de mayo (que fue declarada
conforme a la Constitucién por la sentencia del Tri-

bunal Constitucional 17/1990, de 7 de febrero).

Del Departamento de Derecho Publico y Procesal, Oficina de Valencia, de Urfa & Menéndez.
A. Vézquez Figueroa, El agua prometida, Barcelona, 1995.
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Poco después la Ley 14/1987 —que modificé la dis-
posicién final 3.2 de la estatal Ley de Aguas— y la
Ley 6/1989 —que ampliaba el plazo de suspensién
de la aplicabilidad de la Ley estatal— (estas dos
Leyes fueron declaradas contrarias a la Constitucién
por la sentencia del Tribunal Constitucional
46/1990, de 15 de marzo). Finalmente, la Ley
12/1990, de 26 de julio, desarrollada por el Decreto
86/2002 (por el que se aprueba el Reglamento de
dominio publico hidrdulico).

1.2. La pertinaz sequia de los afios 90

Espafia padecié una pertinaz sequia entre 1992 y
1995, y en ese contexto se alumbra la primera nor-
ma especifica sobre esta materia, el Real Decreto
1327/1995, de 28 de julio (por el que se regula las
instalaciones de desalacién de agua marina o salo-
bre). Esa norma contempla tanto la iniciativa pabli-
ca como la privada, y se centra en el régimen de
autorizacién o concesién administrativa de la insta-
lacién industrial. Ademds establece el cardcter dema-
nial del agua depurada que resulta de ese proceso
industrial (no sélo cuando se trata de agua salobre
de un acuifero continental, sino también cuando se
trata de agua marina, que se incorpora «ex Regla-
mento» al ciclo hidrolégico). En cambio, no regula
la captacién del agua marina ni el régimen de uso y
ocupacién de la zona maritimo-terrestre. Pese a que
el Real Decreto 1327/1995 impuso la obligacién de
inscribir en un Registro administrativo las plantas
desaladoras, lo cierto es que esa disposicién no fue
atendida y no existe en la actualidad un inventario
completo de las desaladoras existentes en Espafa.
En cualquier caso, como el Real Decreto 1327/1995
ya estd expresamente derogado, no interesa profun-
dizar aqui en su estudio.

1.3. La Ley 46/1999, de modificacion parcial de la
de Aguas

La tercera etapa que aqui interesa destacar se abre
con la Ley 46/1999, de 13 de diciembre, que se dic-
ta no s6lo para subsanar algunas deficiencias técni-
cas de la LA de 1985, sino también para reaccionar
ante la sequia aprovechando los avances en materia
de desalacién. Por un lado, la Ley 46/1999 establece
cudndo se incorpora al dominio publico el agua ya
desalada, y por otro impone la obtencién de autori-
zaciones y concesiones administrativas para desarro-
llar la actividad de desalacién; esas novedades se han

incorporado al vigente Texto Refundido de la Ley
de Aguas de 20 de julio de 2001 (TRLA).

1.4. El Plan Hidrologico de 2001 y su reforma

El Plan Hidrolégico Nacional se aprobé mediante
Ley 10/2001, de 5 de julio, y ha sido parcialmente
modificado por el Real Decreto-Ley 2/2004, de 18
de junio. No interesa examinar el contenido de uno
y otro, pero para situar el impacto de las obras
hidrdulicas en materia de desalacién de aguas resul-
ta indicado describir en un cuadro qué obras esta-
ban originariamente previstas y cudles se han afiadi-
do como consecuencia de la modificacién (no se ha
suprimido ninguna).

PHN 2004
12 desaladoras
(5) Nijar, Alman-

zora, poniente Alme-
tfa, Marbella, Costa
del Sol

PHN 2001
36 desaladoras

(3) Carboneras,
Sur Carboneras (2.2),
de Espafia Dalfas

Cuenca

hidrolégica

Melilla (1) Melilla

(9) Campo de Carta-
gena, Murcia, Alto Gua- | Campo de Cartage-

(3) Tajo-Segura,

dalentin, «La Pedrera», | na (distribucién),
Vega Baja del Segura,| UAlacant{ y Vega
Guadalentin (2.2), Pilar | Baja

de la Horadada, Canales
del Taibilla (Murcia),
Canales del Taibilla (Ali-

cante)

(1) Tordera

Segura

Internas
de Cataluna

(1) Area metropo-

litana de Barcelona

(8) Bahia de Palma (II),
Mallorca, Menorca,
Bahia de Palma (lineas
Baleares 8, 9 y depdsito), Ibiza,
Santa Eulalia, Formen-
tera, Formentera (arte-

rias y redes)

(10) Lanzarote (IV),

Fuerteventura, Las Pal-

mas-Teide, Puerto del
Rosario, Las Palmas (II),
Gufa, Arrecife, San Bar-

Las Palmas

tolomé-Mogén, Arucas-
Moya, Janubio
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Cuenca PHN 2001 PHN 2004
hidroldgica 36 desaladoras 12 desaladoras
(4) Tenerife (desala-
Santa Cruz dora), Tenerife (desalo-
de Tenerife bradora), Playa de las
Américas, Granadilla
Jhcar (3) Marina Alta,
Marina Baja, Jdvea

A la vista de ese panorama de obras publicas y una
vez descrito sintéticamente el vigente marco norma-
tivo, interesa adentrarse ahora en su andlisis. Para
ello se examinard primero el régimen juridico del
agua, después el de las obras hidrdulicas y finalmen-
te el del proceso industrial de desalacién. Aunque no
haya espacio suficiente para un andlisis minimamen-
te detallado, se destaca la convergencia entre los
intereses publicos y los privados. Por eso se presta
especial atencién a la titularidad privada del aprove-
chamiento de un bien de dominio publico como es
el agua marina, la financiacidn, ejecucién y explota-
cién por el sector privado de las obras hidrdulicas
precisas para la desalacién, o la sustitucién de la
burocracia publica por la tecnocracia privada en el
control de los riesgos para la salud y el entorno natu-
ral generados por la produccién industrial de agua.

Sila ésmosis inversa es una de las técnicas emplea-
das en la desalacién del agua, la ésmosis directa

entre lo publico y lo privado es el rasgo que caracte-
riza su ordenacién juridica; estamos ante el mestiza-
je entre el Estado y la Sociedad, que desemboca en la
criollizacién del ordenamiento juridico 2.

2. EL REGIMEN DEL AGUA

2.1. El régimen del agua antes de la desalacion.
La captacion de agua salobre

Cuando el recurso que se va a captar para integrarlo
en el ciclo integral es agua salobre, hay que distin-
guir dos supuestos segtiin que el agua salobre sea
marina o proceda de un acuifero continental.

2.1.1. Agua salobre continental

La titularidad estatal del agua salobre de los acuife-
ros continentales no plantea problemas. Dentro de
las aguas continentales que forman parte del domi-
nio publico hidrdulico se incluyen las subterrdneas,
con independencia de que sean salobres o no. Lo
que se exige es que las aguas subterrdneas sean reno-
vables, con independencia del tiempo de renovacién

(articulo 2.4) del TRLA).

Sin perjuicio de esa titularidad estatal del recurso
hidrico, y ademds de su aprovechamiento en virtud
de una concesidn, el aprovechamiento o uso priva-
tivo del agua salobre continental puede adquirirse
directamente por disposicién legal. En ese sentido,

2 En relacién con el objeto del presente trabajo, pueden consultarse las siguientes obras: J. Agudo Gonzélez, «La desa-

lacién de aguas marinas en el Texto Refundido de la Ley de Aguas», Rev. de Derecho Urbanistico y Medio Ambiente, ntim.
211, julio-ag. 2004, pags. 83-147; G. Arifio Ortiz y M. Sastre Beceiro, «La concesién de obra y servicio para la realizacion de
obras hidrdulicas», en El nuevo Derecho de Aguas: las obras hidrdulicas y su financiacién (A. Embid Irujo, dir.), editorial Civi-
tas, Madrid, 1998, pdgs. 145-170; E. Colom Piazuelo, «El dominio publico hidrdulico. Novedades (las aguas desaladas en
la Ley 46/1999, de 13 de diciembre, de reforma de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas)», en La reforma de la Ley de
Aguas (Ley 46/1999, de 13 de diciembre) (A. Embid Irujo, dir.), editorial Civitas, Madrid, 2000, pdgs. 329-350; A. Embid
Irujo, «Reutilizacién y desalacién de aguas. Aspectos juridicos», en La reforma de la Ley de Aguas..., cit., pags. 113-158; del
mismo autor, «Las obras hidrdulicas de interés general», en Las obras hidrdulicas (A. Embir Irujo, dir.), editorial Civitas,
Madrid, 1995, pdgs. 77-123; C. Jiménez Shaw, Régimen juridico de la desalacion de agua marina, editorial Tirant lo Blanch,
Valencia, 2003: E. Malaret, «Las sociedades para la construccién de obras hidréulicas», en E/ nuevo Derecho de Aguas..., cit..
pags. 97-144; S. Martin-Retortillo Baquer, «Régimen juridico de las obras hidrdulicas: su incorporacién por la Ley 46/1999
ala Ley de Aguas», en La reforma de la Ley de Aguas..., cit., pags. 35-86; J.L. Martinez Lépez-Muiiiz, «;Sociedades puiblicas
para construir y contratar obras publicas», Rev. de Administracién Piiblica, nim. 144, sept.-dic. 1997, pags. 45-73; . Mar-
tinez de Pisén Aparicio, «Sociedades estatales, obras publicas hidrdulicas y desalacién de aguas marinas: algunas acotaciones
al talante privatizador de la dltima reforma de la Ley de Aguas», en Estudios de Derecho Pitblico Econdmico. Libro homenagje al
Prof- Dr. D. Sebastidn Martin Retortillo (L. Cosculluela Montaner, coord.), editorial Civitas, Madrid, 2003, pdgs. 305-327;
J.L. Moreu Ballonga, «La desalacién de aguas marinas en la Ley 46/1999», Rev. de Administracién Piblica, nim. 152,
mayo-ag. 2000, pags 29-72; C. Pareja Lozano, «Obras hidrdulicas y régimen urbanistico», en Las obras hidrdulicas, cit.,
pags. 271-299; A.M. Rico, V. Pafios Callado, ]J. Olcina Cantos, C. Bafios Castifieira, Depuracidn, desalacion y reutilizacion
de aguas en Espaiia, editorial Oikos-Tau, Barcelona, 1998.

H ARTICULOS



! ARTICULOS

Actualidad Juridica Uria & Menéndez

N29/2004

el articulo 54.2 de dicho TRLA establece que sin
necesidad de la previa obtencién de una concesién
administrativa, «[...] en las condiciones que regla-
mentariamente se establezcan, se podrin utilizar en
un predio aguas procedentes de manantiales cuando
el volumen anual no sobrepase los 7.000 metros ciibi-
cos [...]».

El aprovechamiento de aguas subterrdneas directa-
mente atribuido por la Ley se fija en un volumen
uniforme para toda Espafia (prescindiendo del des-
tino que se dé a las aguas o de la racionalidad de esa
utilizacién), volumen que ademds es igual para cual-
quier finca o predio con independencia de su mayor
o menor extensién (de donde se infiere que bastarfa
una parcelacién o subdivisién de una finca origina-
ria para tener tantos derechos de aprovechamiento
como fincas resultantes) 3.

2.1.2. Agua salobre marina

Debido a que no es un recurso escaso y teniendo en
cuenta que no es verosimil que se agote el agua
marina, un sector de la doctrina afirma que su cap-
tacién estd libre de control administrativo. Para ese
sector de la doctrina se trata de un aprovechamiento
inocuo y por tanto libre (no es necesaria la obten-
cién de un titulo administrativo habilitante, por lo
que el titulo juridico de adquisicién es la simple
ocupacién). Cuando la infraestructura para su cap-
tacién se sustente en el lecho marino, o transcurra
sobre el dominio publico de la zona maritimo-
terrestre, es necesaria la obtencién de una concesién
por la ocupacién del demanio publico, pero la cap-
tacién del recurso no precisa ni autorizacién ni con-
cesién administrativa. También llama poderosamen-
te la atencién que uno de los argumentos que se
utiliza para llegar a la conclusién de la libertad de
captacién es que en la prictica la Administracién
Pablica estatal no estd exigiendo la previa obtencién
de una concesién administrativa *

Si bien es cierto que toda ocupacién del dominio
publico maritimo-terrestre estatal con obras o ins-
talaciones no desmontables estd sujeta a previa con-
cesién otorgada por la Administracién del Estado

3

(articulo 64 LC), no es menos cierto que esa conce-
sién no absorbe a todos los demis titulos de inter-
vencién administrativa (articulo 65 LC). Se trata de
una concesién de «ocupacidon» de un bien inmueble
(el lecho marino y la zona maritimo-terrestre), que
no puede ser confundida con una concesién de
«aprovechamiento» de un bien mueble (el agua
marina). Ademds no se trata de un aprovechamien-
to «normal» del agua marina por ser conforme con
el destino principal de ese bien (por ejemplo, para
la produccién de moluscos, o para el bafio, como
sucede en las instalaciones de talasoterapia), sino
«anormal» por no ser conforme a dicho destino e
implicar un proceso industrial de transformacién
artificial del agua marina. Por todo ello, y contra lo
que ha afirmado algtin sector de la doctrina, no
cabe entender que la concesién de ocupacién del
inmueble incluye también la concesién del aprove-
chamiento consuntivo del agua marina como recur-
so natural °. El articulo 13.2 in fine del TRLA
impone la tramitacién de un expediente tnico para
otorgar todas las concesiones y autorizaciones rela-
tivas a la desalacién, pero ello no significa que
deban identificarse todos los titulos administrativos
habilitantes del uso o aprovechamiento del dominio
publico costero.

Al establecer las bases del domino puablico mari-
timo, la Constitucién de 1978 incluye una previ-
sién inusual en el constitucionalismo comparado.
A los efectos que aqui interesan baste con llamar
la atencién sobre la inclusién en el dominio publi-
co estatal del mar territorial (articulo 132 CE). De
la Ley 10/1977 resulta la soberania del Estado
sobre la columna de agua del mar territorial, y de
la Ley 15/1978 el derecho exclusivo sobre los
recursos naturales (que tienen la consideracién de
dominio publico estatal) y la competencia para
ordenar la explotacién del agua de la zona econé-
mica exclusiva.

En lineas generales, el régimen de captacién de
agua marina puede ser homogéneamente compara-
do con la captacién de otros recursos marinos como
la pesca, el marisqueo o la recoleccién de algas y

El régimen juridico del aprovechamiento de aguas subterrdneas conferido por la Ley ha sido desarrollado y completa-

do por el Reglamento del Dominio Publico Hidr4ulico (aprobado por Real Decreto 849/1986, de 11 de abril).

4

5 Véase A. Martinez de Pisén, cit., pag. 314.

Véase ].L. Moreu Ballonga, cit., pdg. 35; y C. Jiménez Shaw, cit., pdg. 117.
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plantas marinas. Es libre cuando es ocasional o espo-
rddico; es decir, cuando no se realiza por razones de
rentabilidad econdmica, sino como una manifesta-
cién de la adecuada utilizacién del tiempo de ocio y
entretenimiento. En esas circunstancias se puede
pescar sin necesidad de obtener un previo titulo
administrativo habilitante, y la titularidad del pesca-
do se adquiere por ocupacidn.

En iguales condiciones, si es ocasional o esporddi-
co y resulta inocuo por no implicar especiales cir-
cunstancias de intensidad, el aprovechamiento del
agua marina es libre y gratuito de conformidad con
lo dispuesto en el articulo 31.1 de la LC (siempre y
cuando no requiera obras o instalaciones en el lecho
marino, como sucede con las pequefas instalaciones
de desalacién con las que cuentan algunas embarca-
ciones que destinan el agua al consumo por el pasa-
jey la tripulacién). En cambio, se requerird la previa
obtencién de un titulo administrativo habilitante
cuando el aprovechamiento sea habitual y frecuen-
te, y revista especiales circunstancias de intensidad o
rentabilidad, o siempre que requiera la ¢jecucién de
obras o instalaciones; en ese caso serd de aplicacién

el articulo 31.2 de la LC.

Dicho ello pudiera suceder que la solucién no esté
en la regulacién del dominio publico costero o lito-
ral, sino en la legislacién de minas. Debe recordarse
que, conforme a lo establecido en el articulo 339.2
del Cédigo Civil, son bienes de dominio publico
[...] los que pertenecen privativamente al Estado |...] y
estdn destinados |...] al fomento de la riqueza nacio-
nal, como |...] las minas, mientras no se otorgue su con-
cesion [...]». Ese destino de unos bienes al fomento
de la riqueza nacional fue también el criterio utiliza-
do por la Ley de Aguas de 1866 para describir el
aprovechamiento de algunos recursos del litoral, que
en su Exposicién de Motivos senala que el mar y las
playas «[...] pertenecen al dominio piblico de la
Nacidn, y son susceptibles de aprovechamientos impor-
tantes para el fomento de la riqueza |...]» Igual refe-
rencia se hace a la pesca y a la industria de salazones,
actividad que «[...] entra naturalmente bajo la inspec-
cion de aquel ramo de Administracidn que tiene por
objeto el fomento de la riqueza piiblica |...]».

El agua marina es un recurso natural cargado de
minerales que sobran para su uso como agua de rie-
go o de «bocay, y por ello es sometida a un proceso
industrial de transformacién comparable al que se
sigue con otros recursos mineros. El régimen juri-
dico de captacién de agua marina deberfa ser simi-
lar al dispuesto para la extraccién de 4ridos del
lecho marino (que también es otro recurso minero).
A los efectos que aqui interesan, no hay diferencias
sustantivas entre los dridos extraidos a cielo abierto
en una cantera y los dridos extraidos del lecho mari-
no. No resulta l6gico que se exija autorizacién
administrativa para realizar vertidos o para extraer
dridos del mar, y en cambio sea libre la extraccién
de agua marina.

Pese a que el régimen general de extraccién de
dridos se contiene en la Ley de Minas de 21 de
julio de 1973 (LM), la LC dispuso las reglas singu-
lares que deben observarse cuando ese recurso
natural estd en el dominio publico maritimo-
terrestre (articulo 63). Importa destacar que no es
libre el uso de los dridos que se extraen del mar. En
ese sentido, entre las condiciones de la autorizacién
de la extraccién de dridos se exige que se precise su
destino (articulo 63.3.4) de la LC). Por otro lado,
el articulo 63.2 de la LC prohibe la extraccién de
dridos para su uso en la construccién (salvo para la
creacién y regeneracién de playas). Los ingresos
publicos que genera ese aprovechamiento privativo
del dominio publico es otra manifestacién de la
ausencia de libertad. Conforme a lo dispuesto en el
articulo 84.1 de la LC, todo aprovechamiento del
dominio puablico maritimo-terrestre devenga un
canon en favor de la Administracién del Estado
(que debe pagar el titular de la autorizacién de
extraccién de 4ridos). La base imponible del canon
es el valor de los materiales aprovechados a precio
medio de mercado (articulo 84.3.5) y el tipo de
gravamen es del 100 por 100 del valor de la base
(articulo 84.4).

Si los 4ridos forman parte de la Seccién A) de la
LM, en la Seccién B) se incluyen las aguas minero-
industriales («las que permitan el aprovechamiento
racional de las sustancias que contengan») ®, califica-

¢ Dispone el art. 23.1 de la Ley 22/1973, de 21 de julio (de Minas): «[...] A los efectos de la presente Ley, las aguas minerales
se clasifican en: a) Minero-medicinales, las alumbradas natural o artificialmente que por sus caracteristicas y cualidades sean declaradas

de utilidad piiblica. b) Minero- industriales, las que permitan el aprovechamiento racional de las sustancias que contengan |...] ».
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cién que merece el agua marina segin el Reglamen-
to de la LM («entendiéndose incluidas en este grupo las
aguas tomadas del mar a estos efectos») 7. Como es
sabido, la LM no regula con carédcter general el régi-
men de titularidad sino la investigacién y el aprove-
chamiento o explotacién de los recursos (articulo 1),
pero establece que «[...] todos los yacimientos de ori-
gen natural y demds recursos geoldgicos existentes en el
territorio nacional, mar territorial y plataforma conti-
nental, son bienes de dominio piiblico, cuya investiga-
cion y aprovechamiento el Estado podrd asumir direc-
tamente o ceder en la forma y condiciones que se
establecen en la presente Ley y demds disposiciones
vigentes en cada caso |[...]».

Sucede que la LC de 1988 regula la extraccién de
dridos pero no contempla la captacién de agua mari-
na. Aunque las lagunas de la LC en materia de apro-
vechamiento privativo del agua marina pueden ser
razonablemente resueltas por analogia con lo dis-
puesto para la extraccién de 4ridos, lo indicado serfa
actualizar en este punto la LC. En esa futura regula-
cién deberfa disponerse si basta una autorizacién
(como sucede con la extracciédn de 4ridos), o si es
necesaria una concesién. También serfa indicado
establecer de forma expresa si el titulo administrati-
vo habilitante puede ser enajenado a terceros; por
regla general y salvo que sirvan de soporte a la pres-
tacién de un servicio publico, las concesiones regu-
ladas en la LC no son transmisibles por actos inter-
vivos (articulo 43), situacién que contrasta con la
dispuesta en el articulo 94 LM, que la permite aunque
imponga un control administrativo de la transmisi6n.

También resultarfa conveniente y oportuno intro-
ducir alguna peculiaridad en el canon de aprovecha-
miento de agua marina. El articulo 84.5 de la LC
prevé de una reduccién de hasta el 90 % «en los
supuestos de ocupaciones destinadas al uso piiblico gra-
tuito», pero no contempla reduccién alguna cuando
se trata de un «aprovechamiento»y no de una «ocupa-
cidn», pese a que resultarfa razonable la reduccién
cuando el aprovechamiento se destina al servicio
publico de suministro domiciliario de agua potable
(que no es un servicio gratuito pero es de prestacién
obligatoria para todos los Ayuntamientos de Espaiia).

2.2. El régimen del agua después de su desalacion

Como ya se ha anticipado, el TRLA establece cudn-
do pasa a formar parte del dominio publico hidrdu-
lico el agua marina después de su desalacién. Con-
forme a lo establecido en el articulo 2.¢) del TRLA,
son bienes de dominio publico: «[...] Las aguas pro-
cedentes de la desalacion de agua de mar una vez que,
fuera de la planta de produccion, se incorporen a cual-
quiera de los elementos sefialados en los apartados ante-
riores [...]». Algin sector de la doctrina (COLOM
2000, 332) relaciona ese criterio del TRLA con el
articulo 353 del Cédigo Civil, a cuyo tenor: «[...] La
propiedad de los bienes da derecho por accesion a todo
lo que ellos producen, o se les une o incorpora, natural
o artificialmente [...]».

Dicho ello conviene hacer una precisién para ori-
llar la apariencia de que el agua ya desalada siempre
se incorpora al dominio publico hidrdulico. Mds
bien la regla general es la inversa, ya que normal-
mente el agua desalada no se incorpora directamen-
te al dominio publico hidrdulico, accesién al domi-
nio que suele producirse de las sobrantes del agua
desalada ya utilizada para alguin fin.

Al margen de su eventual incorporacién al domi-
nio publico hidrdulico, el destino del agua ya desala-
da puede ser tanto publico como privado. Como ha
destacado la doctrina, todo depende del titulo habi-
litante del aprovechamiento o del contenido de la
concesion administrativa. El destino del aprovecha-
miento del agua es publico cuando el titulo habili-
tante es la reserva en favor de la propia Administra-
cién General del Estado ®. También es posible que la
desalinizacién tenga por destino la recuperacién de
acuiferos subterrdneos en riesgo de salinizacién, y en
ese caso la incorporacién al dominio publico hidrdu-
lico determinard la titularidad administrativa del
aprovechamiento del agua.

En cambio la titularidad del aprovechamiento serd
privada cuando el autoabastecimiento sea el destino
del aprovechamiento del agua (en el bien entendido
que la titularidad de ese aprovechamiento puede ser
de un persona fisica o una sociedad mercantil privada,
pero también de un Ayuntamiento o una Comuni-

7 Art. 38.1.4) del Reglamento General para el Régimen de la Minerfa, aprobado por Real Decreto 2857/1978, de 25 de

agosto.
8

Véase A. Martinez de Pisén, cit., pdg. 315.
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dad Auténoma, en cuyo caso el aprovechamiento
serd de titularidad publica pero con el cardcter de
patrimonial y no de dominio publico). Después del
autoabastecimiento, y como consecuencia del trdn-
sito a las siguientes etapas del ciclo integral, el agua
sobrante o los vertidos al alcantarillado perderdn el
cardcter privado (y por incorporacién volverdn a ser
una parte integrante del dominio publico).

En cualquier caso, conviene aclarar que después
de otorgada la concesién de aprovechamiento priva-
tivo del agua marina, no se adquiere el «dominio»
sobre el recurso sino el «aprovechamiento» de cada
metro cubico de agua una vez captada. Aunque el
aprovechamiento del agua sea privado su dominio sigue
siendo piblico; la concesion administrativa no es titulo
Juridico de atribucién del dominio del agua sino de su
aprovechamiento. Una de las facultades que forman
parte del aprovechamiento privativo que resulta de
la concesién administrativa es la limitacién o la
exclusién del uso por terceros del mismo bien, pero
en el haz de facultades no se incluye la libre disposi-
cién del recurso. Lo que confiere la concesién dema-
nial no es la propiedad sino su aprovechamiento, y
esa utilizacién no es libremente disponible por el
titular de la concesidn, sino que estd afectada al con-
creto destino que causalmente legitima el otorga-
miento de la concesién y consiguiente atribucién
del aprovechamiento.

3. LAs OBRAS HIDRAULICAS
3.1. El concepto de obra hidraulica

En la formulacién del concepto de obra hidrdulica,
el articulo 122 del TRLA ha adoptado un criterio
descriptivo que parece contener un «numerus clau-
sus» de obras, entre las que incluye de forma expresa
a la desalacién, actuacién que se integra como un
elemento més del complejo ciclo integral del agua,
que cada vez se descompone en un mayor nimero
de fases:

«[...] A los efectos de esta Ley, se entiende por
obra hidrdulica la construccién de bienes que ten-
gan naturaleza inmueble destinada a la capracidn,
extraccin, desalacidn, almacenamiento, regulacién,
conduccion, control y aprovechamiento de las aguas,
as{ como el saneamiento, depuracidn, tratamiento
y reutilizacién de las aprovechadas y las que tengan
como objeto la recarga artificial de acuiferos, la
actuacién sobre cauces, correccién del régimen de

corrientes y la proteccién frente avenidas, tales
como presas, embalses, canales de acequias, azu-
des, conducciones, y depdsitos de abastecimiento a
poblaciones, instalaciones de desalacién, captacidn y
bombeo, alcantarillado, colectores de aguas pluvia-
les y residuales, instalaciones de saneamiento,
depuracién y tratamiento, estaciones de aforo, pie-
zémetros, redes de control de calidad, diques y
obras de encauzamiento y defensa contra avenidas,
asf como aquellas actuaciones necesarias para la
proteccién del dominio publico hidrdulico [...]».

Conviene destacar que las instalaciones de desala-
cién pueden ser tanto de titularidad publica como
privada (articulo 123.1 del TRLA: «[...] Las obras
hidydulicas pueden ser de titularidad piiblica o privada
[...]». Cabe anadir que sélo existen limitaciones res-
pecto a la titularidad privada de desaladoras que se
nutran de agua salobre continental, siempre y cuan-
do concurra alguna de las circunstancias tipificadas
en el articulo 123.2 del TRLA: «[...] Son obras
hidrdulicas priblicas las destinadas a garantizar la pro-
teccidn, control y aprovechamiento de las aguas conti-
nentales y del dominio piiblico hidrdulico y que sean de
competencia de la Administracion General del Estado,
de las Confederaciones Hidrogrdficas, de las Comuni-
dades Autdénomas y de las Entidades locales [...]». En
consecuencia, cuando se trate de desalacién de agua
marina no existe ningin limite legal a la titularidad
privada de las obras hidrdulicas e instalaciones
industriales, y cuando se trate de desalacién de agua
salobre continental, parece que el tinico limite que
excluye la iniciativa privada es el que resulta de las
obras hidrdulicas destinadas al «aprovechamiento» de
esas aguas continentales.

3.2. El caracter instrumental de la obra hidraulica

En gran medida el Derecho Administrativo transcu-
rre entre las cuatro paredes del dominio publico, el
servicio publico, la obra publica y el contrato admi-
nistrativo. Entre esos elementos suele existir un lazo
que los anuda: para prestar un servicio publico se
ocupa un bien de dominio publico en el que se eje-
cuta una obra en virtud de un contrato administra-
tivo. Aqui es importante empezar recordando esa
interconexién porque aunque las obras hidrdulicas
no son siempre de cardcter publico, toda obra
hidrdulica requiere como premisa necesaria disponer
de la previa habilitacién administrativa que legitima
el uso o aprovechamiento del agua. Como corolario
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de lo ya expuesto acerca del régimen juridico de cap-
tacién del agua marina, interesa destacar esa «con-
dictio iuris» de la que depende la aplicacién del régi-
men juridico de las obras hidrdulicas.

La obra tiene un caricter instrumental del recurso
hidrdulico, y en consecuencia no se puede acometer
la ejecucién de la obra sin la previa obtencién del
titulo administrativo que habilita el uso o aprove-
chamiento del dominio publico hidrdulico. Asi lo
establece el segundo pdrrafo del articulo 123.1 del
TRLA: «[...] No podri iniciarse la construccién de
una obra hidrdulica que comporte la concesién de nue-
vos usos del agua, sin que previamente se obtenga o
declare la correspondiente concesion, autorizacion o
reserva demaniales, salvo en el caso de emergencia o de
situaciones hidroldgicas extremas |...] ».

3.3. El soporte territorial de la obra hidraulica

3.3.1. La ocupacion del dominio piblico costero

En atencién al lugar de emplazamiento de la esta-
cién desaladora, el proyecto debe resolver distintas
cuestiones. La primera alternativa es que la estacién
se sittie en zona maritimo-terrestre. Por analogia con
lo establecido en el articulo 95 del Reglamento de
Costas para las instalaciones de tratamiento de aguas
residuales, se infiere que la desaladora deberd ubi-
carse fuera de la ribera del mar y de los primeros 20
metros de la zona de servidumbre de proteccién.

En ese caso la ocupacién del dominio publico
puede tener cobertura en distintos titulos habilitan-
tes: una reserva demanial al Estado, una adscripcion a
una Comunidad Auténoma, o la concesién otorgada
a una Entidad integrante de la Administracién Local
o a un ciudadano o empresa privada. En este tltimo
caso, existe una intima conexién entre el plazo de
duracién de la concesién del aprovechamiento del
agua marina y la concesion de ocupacién de la zona
marftimo-terrestre, y de ahi que el articulo 66.3 de
la LC disponga una regla especial para solucionar los
problemas que se pueden plantear cuando no hay
sincronia en el tiempo de la duracién de ambas con-
cesiones.

3.3.2. El planeamiento urbanistico. Las licencias
municipales

Tanto la construccién de la planta industrial de
desalacién, como la ejecucién de las obras de las
canalizaciones (primero las de captacién del agua

marina y después las de distribucién de agua dul-
ce), implican una transformacién del suelo que, en
linea general de principio, debe ajustarse a lo que
resulte del planeamiento urbanistico y obtener las
pertinentes licencias municipales (tanto las urba-
nisticas como las de actividades clasificadas —asf,
por ejemplo, el régimen de distancia minima al
nucleo de poblacién—). En ese sentido el articulo
74.3 LC impone que las concesiones de ocupacién
de la zona maritimo-terrestre se otorguen respetan-
do lo previsto en los instrumentos de planificacién
urbanistica.

Ello no obstante, después de declarar que las desa-
ladoras tienen la consideracién de obras hidrdulicas,
el articulo 127 TRLA dispone que en determinadas
circunstancias la aprobacién del proyecto de obra
justifica la modificacién de planeamiento urbanisti-
co (asf sucede cuando se trata de obras hidraulicas
de interés general o de dmbito supramunicipal,
siempre que estén incluidas en la planificacién
hidroldgica y no agoten su funcionalidad en el tér-
mino municipal en el que se ubiquen). Esa modifi-
cacién del planeamiento exige la participacién
municipal mediante la emisién de un informe pre-
ceptivo pero no vinculante. Es mds, en esas circuns-
tancias las obras no estdn sujetas a licencia urbanisti-
ca ni a cualquier otro acto de control preventivo
municipal, y el Ayuntamiento no estd habilitado
para suspender la ejecucion de las obras (siempre
que el proyecto esté aprobado y concurran los demds
requisitos fijados por la Ley). Esa regulacion es res-
petuosa con la autonomia local, pues conforme a la
jurisprudencia constitucional, en la modificacién
del planeamiento la autonomia local queda salva-
guardada mediante la participacién municipal por la
emisién de un informe (sentencias TC 149/1998,

103/1989, 56/1980).

En consecuencia, desde la perspectiva urbanistica
hay que distinguir dos clases de obras hidrdulicas:
por un lado las que estdn plenamente sometidas a la
legislacién urbanistica y a las normas reguladoras de
las actividades clasificadas; por otro lado las que
escapan a esas regulaciones por ser obras hidrdulicas
de interés general o de dmbito supramunicipal,
siempre que estén incluidas en la planificacién
hidroldgica y no agoten su funcionalidad en el tér-
mino municipal en el que se ubiquen.
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3.4. Las obras hidraulicas de interés general

Como se acaba de poner de relieve, pieza angular
del régimen urbanistico de la desaladora es su califi-
cacién como una obra hidrdulica de interés general.
Como esa declaracién es de «interés general estataly,
podria pensarse que nos encontramos en un escena-
rio propicio a los conflictos competenciales entre el
Estado y las Comunidades Auténomas; no cabe
olvidar que el articulo 148.1.4.2 de la Constitucién
legitima que los Estatutos atribuyan a las Comuni-
dades Auténomas competencia en materia de «[...]
las obras piiblicas de interés de la Comunidad Autd-
noma en su propio territorio [...]», y el articulo
148.1.10.2 en materia de «[...] proyectos, construc-
cion y explotacion de los aprovechamientos hidrduli-
cos, canales y regadios de interés de la Comunidad
Auténoma [...]». Lo cierto es que los acontecimien-
tos discurren en direccién inversa, pues la aspira-
cién de las Comunidades Auténomas es que sea el
Estado quien financie la ejecucién de esas obras
hidraulicas.

Dicho ello conviene aclarar también que la decla-
racién de «interés general estatal» no significa siem-
pre el monopolio competencial de la Administra-
cién General del Estado. Junto a las obras
hidrdulicas de exclusivo interés general estatal, la
experiencia prictica demuestra que también existen
obras hidrdulicas de interés general «participadasr
por las Comunidades Auténomas. Con el propédsito
de persuadir al Estado para que declare el interés
general de una determinada obra hidrdulica, las
Comunidades Auténomas se ofrecen a colaborar
mediante distintas férmulas (financiar la elabora-
cién del proyecto técnico, aportar los terrenos nece-
sarios para ejecutar la obra, o asumir los costes de
mantenimiento y conservacién). En el TRLA existe
una doble cobertura legitimadora de la iniciativa
conjunta de obras hidrdulicas por varias Administra-
ciones Publicas. Conforme a lo establecido en el
articulo 124.1 del TRLA: [...] Son competencia de
la Administracién General del Estado las obras hih-
drdulicas de interés general. La gestion de estas obras
podrd realizarse directamente por los drganos compe-
tentes del Ministerio de Medio Ambiente o a través de
las Confederaciones Hidrogrdficas. También podrin
gestionar la construccion y explotacion de estas obras las
Comunidades Auténomas en virtud de convenio espe-
cifico 0 encomienda de gestion]...] ».

De la literalidad de ese precepto podria inferirse la
conclusién de que las Entidades integrantes de la
Administraciéon Local estdn excluidas de la ejecucién
conjunta de obras hidrdulicas de interés general,
pero lo cierto es que esa segunda alternativa tiene
habilitacién expresa en el articulo 124.4 TRLA, a
cuyo tenor: «[...] La Administracion General del Esta-
do, las Confederaciones Hidrogrificas, las Comunida-
des Auténomas y las Entidades locales podrin celebrar
convenios para la realizacion y financiacidn conjunta
de obras hidrdulicas de su competencia [...]».

;Puede una Comunidad Auténoma impulsar la
ejecucion de una desaladora ubicada en el 4mbito
territorial de otra Comunidad Auténoma distinta?
La respuesta a ese interrogante se infiere de lo dis-
puesto en el articulo 46.1.4) del TRLA, a cuyo
tenor, tienen la consideracién de obras hidrdulicas
de interés general y serdn competencia de la Admi-
nistracién General del Estado, «[...] las obras de abas-
tecimiento, potabilizacidn y desalacion cuya realiza-
cidn afecte a mds de una Comunidad Auténoma |...]».

Cuando la declaracién de obra hidrdulica de inte-
rés general resulta de forma expresa de una Ley espe-
cificamente aprobada con esa finalidad ... ;es nece-
sario que la elaboracién de la Ley sea precedida por
la aprobacién del proyecto de obra?; ;basta la idea
genérica para que la obra pueda merecer la conside-
racién de interés general?; ses preciso algo mds que la
simple idea por resultar necesaria la existencia de un
proyecto técnico aprobado? Con fundamento en el
principio de interdiccién de la arbitrariedad de los
Poderes Publicos, lo indicado serfa que antes de rea-
lizar por Ley la declaracién de interés general se exi-
giera la existencia de un proyecto previo que ademds
ya hubiera sido objeto de evaluacién de impacto
ambiental.

El TRLA guarda silencio sobre este extremo, en el
que la doctrina discrepa de la jurisprudencia, pues
mientras que el Tribunal Supremo exige la existencia
previa de un proyecto, la doctrina considera que pue-
de bastar la simple formulacién de una idea o la
identificacién del objetivo que se persigue. A juicio
del Tribunal Supremo, para elaborar el proyecto téc-
nico de ingenierfa no es necesaria la existencia de una
previa Ley habilitadora, pero para declarar mediante
Ley que una obra hidrdulica es de interés general
resulta precisa la previa existencia de un proyecto téc-

nico (sentencia del TS de 14 de julio de 1997).
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Cuando se afirma que no es estrictamente necesa-
ria la previa existencia del proyecto?, se argumenta
que la clave es la efectiva ejecucién de la obra que
podrd quedar en suspenso por causas politicas, pre-
supuestarias o puramente técnicas (por ejemplo,
como consecuencia del resultado negativo de la eva-
luacién de impacto ambiental).

3.5. La evaluacion del impacto ambiental de las
obras hidraulicas de desalacion

Junto al elevado consumo de energfa, uno de los
grandes obstdculos de las desaladoras es su impacto
ambiental. La articulacién de la desaladora con la
racional utilizacién de los recursos naturales exige
una reflexién sosegada. Los riesgos ambientales tie-
nen distinta proyeccién y alcance. Por un lado estd
la evaluacién de impacto ambiental y paisajistico de
la ejecucién de las obras de la instalacién desaladora
(incluidas las canalizaciones).

Por otro lado la contaminacién ambiental produ-
cida por las emisiones generadas por la actividad
industrial, o la derivada del uso de productos quimi-
cos para depurar el agua.

Finalmente también hay que tomar en considera-
cién el vertido de salmuera y su impacto en la floray
la fauna marina. En este apartado tnicamente se
estudiard la evaluacién de impacto ambiental de la
obra, dejando para otro momento las emisiones de
la actividad industrial y el régimen del vertido de
salmuera.

El articulo 1 del Real Decreto Legislativo 1302/1986,
de 28 de junio (de evaluacién de impacto ambien-
tal) distingue los proyectos de obras en los que es
obligatoria la previa evaluacién (los incluidos en el
Anexo I) y los proyectos en los que la evaluacién es
facultativa, pues sélo se realiza «cuando ast lo decida
el drgano ambiental» (los incluidos en el Anexo II).
Conforme a lo establecido en el articulo 1.2 del cita-
do Real Decreto Legislativo, la decisién de someter a
evaluacién de impacto ambiental los proyectos de
obra del Anexo II debe ser motivada y publica, y
adoptarse con arreglo a los criterios fijados en el
Anexo III. Pues bien, después de las modificaciones
introducidas por la Ley 6/2001, de 8 de mayo, el
Anexo II hace expresa referencia a las «[...] instala-
ciones de desalacion o desalobracion de agua con un

9

volumen nuevo o adicional superior a 3.000 metros

ciibicos/dia |...]» (Grupo 8.d).

La sujecién a la previa evaluacién de impacto
ambiental de esos proyectos de desalacién o desa-
lobracién es aparentemente facultativa. Ahora
bien, esa apreciacién inicial se matiza por el propio
Real Decreto Legislativo, que habilita a la legisla-
cién autondémica para transformar en preceptiva la
evaluacién de los proyectos de obra del Anexo II.
Efectivamente, dispone el segundo pérrafo del arti-
culo 1.2 del RDL 1302/1986 que «[...] lo estableci-
do en el pdrrafo anterior no serd de aplicacion a aque-
llos proyectos para los que la normativa de las
Comunidades Auténomas, en el dmbito de sus compe-
tencias, bien exija evaluacion de impacto ambiental,
en todo caso, bien haya fijado umbrales, de acuerdo
con los criterios del anexo 111, para determinar cudn-
do dichos proyectos deben someterse a evaluacién de
impacto ambiental [...]».

En consecuencia, del Real Decreto Legislativo
1302/1986 resulta que la evaluacién de impacto
ambiental de las desaladoras o desalobradoras con
un volumen nuevo o adicional superior a 3.000
metros cibicos/dia, estardn imperativamente suje-
tas a evaluacién de impacto cuando asi lo dispon-
gan las Comunidades Auténomas. Dicho ello, y
antes de examinar la legislacién autonémica, inte-
resa afiadir un breve comentario para aclarar el régi-
men aplicable a las desaladoras que se hubieran
puesto en funcionamiento antes de que la estatal
Ley 6/2001 incluyera en el Anexo II a las desalado-
ras. En ese caso la previa evaluacién de impacto
ambiental puede ser exigible cuando después de
entrar en vigor esa Ley 6/2001 concurran las cir-
cunstancias especificadas en el Grupo 9 del Anexo
I1, en particular cuando se trate de cualquier cam-
bio o ampliacién que produzca un incremento sig-
nificativo de vertidos al litoral o afecte a praderas de
Posidonia (pues tales praderas son objeto de protec-
cién especial por la Directiva 92/43/CEE, del Con-
sejo, de 21 de mayo).

En cuanto a la legislacién autonémica cabe distin-
guir distintos grupos de Comunidades Auténomas.
Algunas establecen de forma expresa la obligacién
de la previa realizacién de la evaluacién de impacto
ambiental en los proyectos de desaladoras; asi sucede

Véase A. Embid Irujo, «Las obras hidrdulicas...», cit., pdg. 112.
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en Baleares ' (se sujeta a evaluacién simplificada las
plantas desaladoras con una capacidad superior a los
1.000 m?/dfa) y Murcia'' (donde se exige la evalua-
cién cualquiera que sea la capacidad de la planta).

En Canarias ?

no se hace expresa mencién a las
desaladoras pero se citan las plantas potabilizadoras
con una capacidad superior a 5.000 m®/dia, que

quedan sujetas a la evaluacién detallada.

En otras Comunidades Auténomas la regulacién
es més confusa, y al no hacer expresa mencién a las
desladoras, la sujecién a impacto ambiental se infie-
re de otros proyectos de obras. Asi sucede, por ejem-
plo en Andalucia ?, donde se debe realizar la previa
evaluacién de impacto ambiental para las «[...] obras
maritimo terrvestres como |...] emisarios submarinos
[...]», mientras que basta el simple informe ambien-
tal para las «estaciones depuradoras»'*. En la Comu-
nidad Valenciana * la Ley establece la obligacién
para las obras de «depuracion de aguas y emisarios», y
el Reglamento concreta que basta la simple estima-
cién de impacto ambiental cuando se trata de plan-
tas depuradoras de aguas (cuando se proyecten para
unos pardmetros comprendidos entre 10.000 y
100.000 habitantes) '°. En Catalufia '’ tampoco se
hace expresa referencia a las desaladoras, por lo que
la eventual evaluacién ambiental dnicamente depen-
derd de la fuente de energfa utilizada; se precisa
autorizacién ambiental para las instalaciones de
combustién con potencia térmica superior a 50
MW o las instalaciones de cogeneracién con poten-
cia eléctrica superior a 50 MW, y basta la licencia
ambiental cuando se trata del resto de las instalacio-
nes de combustién o cogeneracién.

3.6. Formas de ejecucion y financiacion de la obra
publica hidraulica

3.6.1. Las distintas formulas organizativas y financieras

A los efectos que aqui interesan, no hay espacio para
detenerse en el estudio detallado de las distintas fér-
mulas contractuales y financieras que se pueden uti-

10 Decreto 4/1986, de 23 de enero.

lizar para elaborar el proyecto de una desaladora de
titularidad privada, ejecutar la obra y después explo-
tarla. En cuanto a las plantas desaladoras de titulari-
dad publica, hay que destacar cuatro grandes crite-
rios organizativos: (i) el primero (que es el mds
simple y también el menos frecuente en la prictica),
es la ejecucion directa de la obra por la propia
Administracién Puablica que es titular de la instala-
cién industrial, para lo cual es necesario que concu-
rran los requisitos exigidos por el articulo 152 del
TRLCAP; (ii) la segunda alternativa es que la Admi-
nistracién Publica contrate con un particular o
empresa privada la ejecucién de la obra (férmula
que pueden utilizar no sélo las Administraciones
Territoriales sino también las Confederaciones
Hidrograficas); (iii) cuando el tercero que ejecuta la
obra o dirige los trabajos de construccién es una
sociedad mercantil de titularidad publica especifica-
mente creada para esa finalidad existen algunas espe-
cialidades dispuestas por el TRLA; y (iv) finalmente,
el contrato administrativo de concesién de obra
publica introducido por la Ley 13/2003, que es el
cauce idéneo para canalizar la inversién privada en
la ejecucién y explotacién de obras publicas.

A los efectos que aqui interesan, basta con hacer
una sucinta referencia a las modalidades m4s recien-
tes que permiten la participacién del sector privado
y la financiacién extrapresupuestaria de las obras
hidrdulicas de titularidad pudblica.

3.6.2. Las sociedades publicas creadas para la
construccion, explotaciéon o ejecucion de obras
hidraulicas

Las Administraciones Publicas pueden crear instru-
mentalmente sociedades mercantiles de titularidad
publica que tengan dentro de su objeto social espe-
cifico las obras hidrdulicas (asi sucede desde que la
Ley 13/1996 cre la figura de las Sociedades Estata-
les de la Administracién Hidrdulica). La operativa
de esas operaciones inmobiliarias y financieras se

""" Apdo. 2.10.72) del Anexo de la Ley 1/1995, de 8 de marzo.

12 Anexo I de la Ley 11/1990, de 13 de julio.
3 Anexo .15 de la Ley 7/1994, de 18 de mayo.
" Anexo I1.33 de la Ley 7/1994, de 18 de mayo.

5 Apdo. 6.5) del Anexo de la Ley 2/1989, de 3 de marzo.
16 Anexo II.3.¢) del Decreto 162/1990, de 15 de octubre.

17" Ley 3/1998, de 27 de febrero.
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estructura de forma triangular, en rigor cabe distin-
guir tres relaciones juridicas distintas: creacién de la
Sociedad, encomienda de gestién y contratacién de
la obra.

Por un lado la relacién entre la Administracién
Publica y la Sociedad mercantil instrumentalmente
creada por la primera. Un ejemplo es «Aguas de la
Cuenca del Sur, S.A.» (ACUSUR), Sociedad Estatal
constituida el 29 de julio de 1998, que entre otras
actuaciones desarrolla la desaladora de Carboneras
para usos agricolas en la comarca de Nijar (Almeria),
o la desalobradora de la presa El Atabal para el abas-
tecimiento urbano de la ciudad de Mélaga. También
cabe mencionar a «Aguas de la Cuenca del Segura,
S.A.» (ACSEGURA), Sociedad Estatal constituida
por Acuerdo del Consejo de Ministros de 2 de julio
de 1999, que tiene encomendada la desaladora de
agua de mar del Campo de Cartagena (sector norte
y sur), que en su drea de influencia tiene zonas rega-
bles con aguas subterrdneas de acuiferos sobreexplo-
tados o salinizados de Sucina, los Martinez del Puer-
to, Alhama y Fuente Alamo, y el sistema hidrdulico
de abastecimiento de agua potable de la Mancomu-

nidad de Canales del Taibilla.
Aunque el articulo 132 del TRLA sélo regula la

constitucion de Sociedades Estatales en cuyo capital
sea mayoritaria la participacién (directa o indirecta)
de la Administracién del Estado o de sus Organismos
Auténomos y demds Entidades estatales de Derecho
Pdablico, no hay obstdculos legales que impidan la
constitucién por una Comunidad Auténoma o por
un Ayuntamiento de una Sociedad de Economia
Mixta (que tenga por objetivo captar recursos finan-
cieros o el «know how» del sector privado).

De lo establecido en el articulo 132 del TRLA se
infiere que ese objeto puede abarcar un amplio abani-
co de actividades, que no se limitan a la «construccién»,
«explotacion» o «ejecucion» de la obra hidrdulica, sino
que ademds también pueden consistir en «z adquisi-
cion de obras hidrdulicas». A juicio de un sector de la
doctrina '8, estas Sociedades mercantiles de titularidad
publica pueden contratar con terceros la ejecucion de
la obra hidrdulica pero deben ejercer la explotacion; es
decir, no pueden contratar que sea un tercero quien
construya y ademds explote la obra publica.
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Véase A. Martinez de Pisén, cit., pdg. 324.
Véase J.L. Martinez Lépez-Muniz, cit., pag. 69.
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La segunda relacién es la encomienda de gestién
que realiza una Administracién Publica a la sociedad
mercantil de titularidad publica. Conviene aclarar
que la Administracién Publica que hace la enco-
mienda a la Sociedad mercantil puede ser la propia
Administracién Publica que crea a la Sociedad (por
ejemplo, la Administracién General del Estado),
pero lo mds habitual y frecuente es que sea otra
Administracién distinta (normalmente una Confe-
deracién Hidrogréfica).

Como ya se ha anticipado, tradicionalmente el
Derecho Administrativo se desarrollé entre las cua-
tro paredes del dominio, el servicio, la obra y el con-
trato. En ese contexto se considera que para cons-
truir un inmueble de dominio publico, el cauce
juridico indicado es el contrato administrativo de
obra (el titular del bien de dominio publico es el
duefio de la obra que adjudica el contrato adminis-
trativo). De igual forma que para proteger el domi-
nio publico la Administracién estd investida de pre-
rrogativas exorbitantes (recuperacién posesoria,
deslinde administrativo, imposicién de servidum-
bres), para garantizar el buen fin de la obra y asi pro-
teger el dominio publico, el ordenamiento juridico
también atribuye a la Administracién contratante
potestades unilaterales de cardcter exorbitante (la
Administracién que adjudica un contrato de obra
puede interpretarlo, modificarlo, resolverlo o anu-
larlo sin necesidad de acudir a los Tribunales y de
forma unilateral).

Con el transcurso del tiempo ese esquema tradi-
cional ha saltado por los aires y el Derecho positivo
admite la posibilidad de que la Administracién
renuncie a esas prerrogativas contractuales a cambio
de abrirse a la financiacién privada en la ejecucién
de la obra publica . Se gana esa ventaja extrapresu-
puestaria pero la Administracién no se libera del
régimen publico de seleccién de contratistas y de
adjudicacién del contrato (es decir, la relacién con-
tractual entre dos sujetos de Derecho Privado queda
parcialmente sujeta al Derecho Administrativo y a la
Jurisdiccién Contencioso-Administrativa). Desde la
perspectiva de la proteccién de un bien inmueble de
dominio puablico como es una obra hidriulica, las
tradicionales prerrogativas contractuales (interpreta-
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cién, modificacién, resolucién y anulacién), se
transforman en las mds modestas potestades que
conserva la Administracién al realizar la encomienda
de gestién (direccién, inspeccién, control y recep-
cién de las obras).

No es de extrafar que la dogmitica juridica haya
destacado y criticado esa radical transformacién de
las categorias *°, pero lo cierto es que antes de que la
Ley 13/1996 creara la figura de las Sociedades Esta-
tales de la Administracién Hidrdulica, el Tribunal
Supremo ya habia declarado que no hay ningtin
obstdculo juridico que impida que una Administra-
cién Territorial cree una Sociedad mercantil para
encomendarle la ejecucidn de obras publicas .

La encomienda de gestién se instrumenta a través
de un convenio administrativo que en principio no
tiene un contenido predeterminado, salvo disposi-
cién legal que expresamente lo imponga (como
sucede para las Sociedades creadas por la Adminis-
tracién General del Estado en virtud de lo dispuesto
en el articulo 132.2 del TRLA).

La encomienda de gestién se formaliza mediante
un convenio administrativo que tiene una extraordi-
naria importancia y constituye una excepcién a la
regla general del articulo 15.5 de la Ley 30/1992. El
articulo 132 del TRLA habilita al Estado a enco-
mendar obras hidrdulicas a una persona juridica
sujeta al Derecho Privado, y para hacerlo al margen
de la legislacién de contratos de las Administracio-
nes Publicas. De ahf la importancia de la delimita-
cién del encargo, pues las tareas que no resulten
expresamente determinadas en el convenio de cola-
boracién que formaliza la encomienda de gestion si

que estardn sujetas al TRLCAP.

En el caso particular del articulo 132 del TRLA,
el convenio que formaliza la encomienda de gestién
no es un simple medio del que instrumentalmente
se sirve la Sociedad mercantil de titularidad publica,
sino que contribuye a identificar y delimitar el fin
publico que constituye el objeto del encargo y que
justifica su propia existencia.

2 Jbid, phg. 48.
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Finalmente, el contrato que celebre con terceros
esa Sociedad mercantil de titularidad publica. El
vinculo juridico que anuda la relacién entre la Socie-
dad de titularidad publica y el tercero (que proyecta
la obra, la ejecuta o la explota), no es en rigor un
contrato de naturaleza administrativa, sino un con-
trato privado al que es de aplicacién la doctrina de
los actos separables . Es decir, aunque sus efectos y
extincién se rigen por el Derecho privado, la prepa-
racién y adjudicacién del contrato estd regida por el
Derecho Administrativo (por lo que en lo concer-
niente a la capacidad de las empresas, publicidad,
procedimientos de licitacién y formas de adjudica-
cién hay que estar a lo dispuesto en el TRLCAP).

El contenido de ese contrato puede no limitarse a
la ejecucién de las obras; puede ser un contrato mix-
to o complejo que también incluya la adquisicién de
parte de las acciones de la Sociedad mercantil de
titularidad publica, u otras aportaciones econémicas
que realizard el tercero en favor de dicha Sociedad.
También cabe que los usuarios finales del agua con-
tribuyan a la financiacién de la obra hidrdulica de la
que se benefician, mediante el pago de una exaccién
denominada «tarifa de utilizacion del agua» (regula-
da en el articulo 114.2 del TRLA).

Antes de finalizar este apartado debe hacerse una
precisién para aclarar el régimen contractual al que
debe someterse la Sociedad mercantil de titularidad
publica cuando el contrato que celebra tiene por
objeto la puesta a disposicién o la explotacién de
una red fija que preste un servicio al publico en rela-
cién con la produccién, transporte o distribucién de
agua potable (en particular cuando la red se utilice
para el suministro de agua potable). En ese caso,
como poder adjudicador del contrato la Sociedad
estd sujeta a lo dispuesto en la Ley 48/1998, de 30
de diciembre (que regula los procedimientos de con-
tratacién en los sectores del agua, la energia, los
transportes y las telecomunicaciones). Esa Ley tam-
bién rige para los «...] contratos que deban adjudicar
las entidades que ejerzan una actividad de produccion,
transporte o distribucion de agua potable, siempre y

El recurso interpuesto por la Asociacién de Empresas de Construccién de Madrid contra la decisién del Ayunta-

miento de Alcobendas de constituir una Sociedad Anénima para ejecutar las obras municipales, fue desestimado por la sen-

tencia del Tribunal Supremo de 30 de septiembre de 1991 (ponente J. Rodriguez-Zapata; R] 199117644).
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Véase A. Martinez de Pisén, cit., pdg. 323.
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cuando dichos contratos estén relacionados con proyec-
tos de ingenieria hidrdulica, irrigacion o drenaje y el
volumen de agua destinado a abastecimiento de agua
potable represente mds del 20 por 100 del volumen de
agua total disponible gracias a dichos proyectos o dichas
instalaciones. o estdn relacionados con la evacuacién o
tratamientos de las aguas residuales |...]» (articulo 3.a2)
de la Ley 48/1998).

3.6.3. La encomienda de gestion a los propios usuarios

Hasta ahora se ha hecho referencia a la construccién
y gestién de la obra hidrdulica por la propia Admi-
nistracién Publica (la Sociedad mercantil de titulari-
dad publica), y seguidamente se examinard su cons-
truccién y explotacién por un tercero ajeno al
aprovechamiento privativo de las aguas (el concesio-
nario de la obra publica hidrdulica). En este
momento debe hacerse una breve referencia a la
construccién y gestién de la obra por los propios
titulares del aprovechamiento privativo del dominio
publico hidrolégico (quienes siendo concesionarios
del aprovechamiento del agua se constituyan como
comunidades de usuarios).

En este caso el vinculo entre la Administracién
que es duefa de la obra y quienes la explotan no res-
ponde al concepto de contrato sujeto al TRLCAP;
estamos una vez mds ante la figura del mandato para
realizar una actividad técnica o encomienda de ges-
tién; dispone el articulo 125.1 del TRLA que, «[...]
a tal efecto, se suscribird un convenio entre la Adminis-
tracion y las comunidades o juntas centrales de usuarios
en el que se determinardn las condiciones de la enco-
mienda de gestion y, en particular, su régimen econd-
mico-financiero |[...] ».

Por lo demds, la encomienda de gestién no es la
tnica férmula juridica de la que pueden servirse las
Comunidades de Usuarios, pues también se con-
templa la alternativa de celebrar un contrato admi-
nistrativo de concesién de obra publica (articulo
125.2 del TRLA). En este tltimo caso, uno de los
rasgos mds destacables es que no se aplica aqui el
régimen de igual concurrencia para la adjudicacién
que rige para los contratos administrativos; no hay
aqui competencia de proyectos sino que de forma
directa se adjudica la obra hidrdulica al titular de la
concesién de aprovechamiento privativo del agua.
Precisa el articulo 125.2 que «[...] un convenio espe-
cifico entre la Administracion General del Estado y los

usuarios regulard cada obra y fijard, en su caso, las
ayudas piiblicas asociadas a cada operacién [...]».

3.6.4. El contrato de concesion de obra hidraulica

El objeto del contrato puede ser bien la explotacién
durante un plazo de tiempo determinado de una
obra ya construida, bien la construccién de la obray
su posterior explotacién por un plazo de tiempo
méximo, que en el caso de las obras hidrdulicas no
puede exceder en ningtin caso de 75 afios, prérrogas

incluidas (articulo 134 TRLA).

La mayor peculiaridad de ese contrato radica en la
generosa diversificacién de las fuentes financieras
necesarias para sufragar la ejecucién y explotacion de
la obra publica, combinada con el respeto de los obje-
tivos de estabilidad presupuestaria (articulo 220.4
TRLCAP). El fundamento ideolégico de esa figura
estd claramente sefialado en la Exposicién de Motivos
de la Ley 13/2003, que establece la clave de béveda en
la colaboracién entre el sector publico y el privado. El
reconocimiento del papel fundamental del sector pri-
vado se desarrolla en el articulado de la Ley, y alcanza
no sélo a la financiacién, sino a la elaboracién del pro-
yecto técnico de la obra, incluso a la fijacién bilateral
del contenido de las obligaciones contractuales.

El principio general es que las obras publicas obje-
to de concesién se financian por el concesionario
(total o parcialmente), quien asume el riesgo en fun-
cién de la inversidn realizada. Ello no obstante, ade-
mds de obtener financiacion privada de terceros (bien
hipotecando la concesién como derecho real, bien
mediante créditos participativos o emitiendo obliga-
ciones o bonos, derechos de crédito que pueden
incorporarse a titulos negociables), el adjudicatario
del contrato puede disfrutar de financiacion piblica
(cuando existan razones de rentabilidad econémica
o social, o concurran singulares exigencias derivadas
del fin publico o interés general de la obra objeto de
concesién, la Administracién también puede apor-
tar recursos publicos para su financiacién, que adop-
tardn la forma de financiacién conjunta de la obra,
mediante aportaciones dinerarias o no dinerarias,
subvenciones o préstamos reintegrables, con o sin
interés, asi{ como préstamos participativos). Es mds,
esa financiacién puablica puede ser aportada por
otras Administraciones distintas a la concedente,
incluso puede provenir de otros organismos nacio-
nales o internacionales (articulo 224 TRLCAP).
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El amplio campo de iniciativa privada no se reduce a
la financiacion, sino que se extiende a la elaboracién
del proyecto técnico con arreglo al cual se va a ejecutar
la obra, y también en la fijacién del pliego de condicio-
nes administrativas. Mediante la presentacién de un
«estudlio de viabilidady, es el sector privado quien puede
asumir la iniciativa de ejecutar y explotar una obra
publica hidrdulica. Es decir, no es indispensable que los
particulares estén a la espera de que la Administracién
Publica ponga en marcha el procedimiento de contra-
tacién, sino que pueden excitar su convocatoria. Ocu-
rre que ese espiritu emprendedor no recibe el premio
grande que en justicia merece, pues a quien tom la
iniciativa en la elaboracién del proyecto no se le reco-
noce el derecho de tanteo en la adjudicacién del con-
trato que le permite desplazar al mejor postor en el
concurso. Unicamente se le reconoce el premio de con-
solacién de recuperar la inversién realizada en la reali-
zacién del proyecto. En cualquier caso, a los efectos que
aqui interesan, hay que destacar que las desaladoras
previstas en el vigente Plan Hidrol4gico no son un
limite que constrifia la iniciativa privada, que previo el
correspondiente estudio de viabilidad podrd excitar a
las Administraciones Publicas para que acometan otras
obras publicas hidrdulicas no contempladas en el Plan

Hidrolégico. En cualquier caso, el espiritu emprende-
dor queda sujeto al articulo 227.5 del TRLCAPR.

El importante espacio de libertad empresarial en el
impulso de nuevas desaladoras no se agota en ese
momento inicial de la presentacién del estudio de
viabilidad, sino que ademds habilita a la iniciativa
privada a sugerir mejoras al anteproyecto y al proyec-
to técnico, que son elaborados y provisionalmente
aprobados por la Administracién, que estd obligada a
tomar en consideracién las aportaciones y sugeren-
cias que se realicen en el trdmite de informacién
publica (articulos 228 y 229 del TRLCAP). A la vis-
ta del resultado de la informacién publica la Admi-
nistracién aprobard provisionalmente el proyecto,
pues su aprobacion definitiva resulta del intercambio
de la demanda (el pliego) y la oferta (las proposicio-
nes de los aspirantes a adjudicatarios). El proyecto no
es definitivamente aprobado hasta la adjudicacién
del contrato, y de ahi que una vez perfeccionado el
contrato ya no se puedan introducir modificaciones
en el proyecto salvo que de forma sobrevenida apa-
rezcan nuevas necesidades de interés publico o causas

imprevistas (articulo 240.1 del TRLCAP).

Una vez aprobado provisionalmente el proyecto técni-
co se inicia el procedimiento de contratacién propia-
mente dicho, para lo cual la Administracién debe fijar el
pliego de condiciones y aportar una certificacion acre-
ditativa de la existencia de consignacién presupuestaria.
Podrfa pensarse que el pliego es un documento rigido
que se elabora unilateralmente por la Administracién,
pero muy al contrario es un documento ductil y eldsti-
co. En relacién al pliego la Ley reconoce a los particula-
res una gran capacidad de iniciativa, hasta el punto de
que incluso puede afectar al proyecto técnico provisio-
nalmente aprobado. Quienes a la vista del pliego pre-
senten una proposicién pueden impulsar ajustes del
proyecto que ha sido objeto de aprobacién provisional
(siempre y cuando el pliego admita esa participacion).

Como ya se ha anticipado, el 4mbito de participa-
cién del sector privado no se limita a la fijacién del
proyecto técnico de la obra, sino también al estable-
cimiento de las cldusulas contractuales, pues a la vis-
ta de los términos y condiciones estipulados en el
pliego, pueden sugerir cambios e innovaciones que
pueden afectar a muy diversas y relevantes cuestio-
nes: desde el plan econdémico-financiero al plazo de
duracién de la concesién, sin olvidar el plan de eje-
cucién de las obras o el porcentaje o margen de sub-
contratacién al que deviene obligado el adjudicata-
rio (articulo 233 del TRLCAP).

4. LA ACTIVIDAD INDUSTRIAL

4.1. El control administrativo de las instalaciones
industriales

La liberalizacién industrial que se impulsa en Espa-
fia a partir del Plan de Estabilizacién de Ullastres y
del Decreto-Ley 10/1959, de 21 de julio (sobre
ordenacién econémica), desemboca en la Ley
21/1992, de 16 de julio (de industria), que recono-
ce la libertad de establecimiento para la instalacidn,
ampliacién y traslado de actividades industriales.

Ello no obstante, el desarrollo de esas actividades
industriales requiere autorizacién administrativa
cuando asi lo establezca una Ley por razones de inte-
rés publico, o cuando se establezca reglamentaria-
mente para el cumplimiento de obligaciones del
Estado derivadas de Tratados y Convenios interna-
cionales (articulo 4.2 de la Ley 21/1992).

El articulo 13 del TRLA reconoce que cualquier
persona fisica o juridica puede realizar la actividad
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de desalacién de agua de mar con sujecién a deter-
minadas autorizaciones administrativas expresamen-
te mencionadas en esa norma, entre las que no se
incluye la autorizacién industrial (el citado articulo
13 menciona la autorizacién de vertidos al mar pero
no cita la autorizacién industrial). Conforme al

articulo 13 del TRLA:

...] 1. Cualquier persona fisica o juridica
podri realizar la actividad de desalacion de agua de
mar, previas las correspondientes autorizaciones
administrativas respecto a los vertidos que procedan,
a las condiciones de incorporacion al dominio piibli-
co hidrdulico ya los requisitos de calidad, segiin los
usos a los que se destine el agua.

2. Lo dispuesto en este articulo se entiende sin
perjuicio de las autorizaciones y concesiones dema-
niales que sean precisas de acuerdo con la Ley
22/1988, de 28 de julio, de Costas, y las demds que
procedan conforme a la legislacién sectorial aplicable
si a la actividad de desalacién se asocian otras activi-
dades industriales reguladas, asi como las derivadas
de los actos de intervencion y uso del suelo.

Aquellas autorizaciones y concesiones que deban
otorgarse por dos o mds drganos u organismos pribli-
cos de la Administracion General del Estado, se tra-
mitardn en un solo expediente, en la forma que
reglamentariamente se determine.

3. La desalacion de aguas continentales se some-
terd al régimen previsto en esta Ley para la explota-
cion del dominio piiblico hidrdulico [...]».

Esa regla general (no se requiere previa autoriza-
cién industrial para la instalacién ampliacién o tras-
lado de una desaladora), tiene por excepcién aque-
llas plantas de desalacién que formen parte de una
instalacién industrial destinada a la generacién de
energfa eléctrica, que requieren la previa obtencién
de una autorizacién administrativa que tiene cardc-
ter reglado (el silencio administrativo tiene significa-
do denegatorio), y que se rige por los principios de
objetividad, transparencia y no discriminacién (asf
resulta del articulo 4.2 de la Ley de Industria, y los
articulos 21 y 28 de la Ley 54/1997, de 27 de
noviembre, del sector eléctrico). Con arreglo a la
Ley 54/1997, estd sujeta a previa autorizacién admi-
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nistrativa la construccién, explotacién, modificacién
sustancial y cierre de cada instalacién de produccién
de energfa eléctrica. Esa autorizacién industrial rige
tanto para las instalaciones con una potencia supe-
rior a2 50 MW como para las que por tener una
potencia inferior se rijan por la autorizacién en régi-
men especial del articulo 28. Junto a ese régimen
general de la produccién industrial de agua median-
te desalacidn, estd el especial de Canarias, regulado
en la Ley 12/1990, de 26 de julio, cuya exposicién
desborda los limites de este trabajo.

En las demds plantas de desalacién que pueden
ponerse en funcionamiento sin necesidad de obtener
esa autorizacién administrativa, hay que cumplir en
cualquier caso los Reglamentos de Seguridad Indus-
trial, cumplimiento que se puede probar mediante
una certificacién expedida por un Organismo de
Control (que para supervisar la seguridad industrial
del proceso de desalacién, puede ser creado por la
iniciativa privada, que de esa forma sustituye a la
burocracia publica mediante la tecnocracia privada).

4.2. La prevencion y control integrado
de la contaminacion

El régimen de prevencién y control integrado de la
contaminacién (regulado por la Ley 16/2002, de 1
de julio), sélo es aplicable a las instalaciones de com-
bustién con una potencia térmica superior a 50
MW. En su apartado 1, el Anejo 1 de esa Ley
16/2002 cita no sélo a las instalaciones de produc-
cién de energfa eléctrica en las que se utilicen com-
bustibles fésiles, residuos o biomasa, sino también a
las instalaciones de cogeneracién, calderas, hornos,
generadores de vapor (con independencia de que esa
actividad de generacién de energfa eléctrica sea la
actividad industrial principal o no). Se somete a la
obtencién de la autorizacién ambiental integrada la
construccién, montaje, explotacién o traslado de las
mencionadas instalaciones, asi como su modifica-
cién sustancial. Mientras que la Ley del Sector Eléc-
trico no establece criterios para deslindar el cardcter
sustancial de las modificaciones, la Ley 16/2002 dis-
pone qué circunstancias objetivas hay que valorar #.

Conforme a lo establecido en el art. 10.2 de la Ley 16/2002, para valorar ese extremo hay que ponderar las siguientes

circunstancias: el tamafio y produccién de la instalacidn, los recursos naturales que utiliza, el consumo de agua y energfa, el

volumen, peso y tipologia de los residuos generados, la calidad y capacidad regenerativa de los recursos naturales de las 4reas

geogréficas que puedan verse afectadas, el grado de contaminacién producido, el riesgo de accidente, la incorporacién o

aumento en el uso de sustancias peligrosas.
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Es decir, en ese caso para obtener la autorizacién
industrial es requisito previo conseguir la autoriza-
cién ambiental integrada (articulo 11.2 de la Ley
16/2002). Mientras que esas dos autorizaciones son
auténomas, el otorgamiento de la autorizacién
ambiental integrada orilla por absorcién la exigencia
de obtener adicionalmente la autorizacién de verti-

dos al mar (segundo pdrrafo del articulo 11.3 de la
Ley 16/2002).

4.3. La emision de gases de efecto invernadero
y el Protocolo de Kioto

No obstante la pretensién de conferirle un cardcter
integral, la autorizacién regulada por la Ley
16/2002, no absorbe todo el control ambiental de
las instalaciones industriales que ademds de dedicar-
se a la desalacién también producen energia eléctri-
ca. En relacién a la produccién de diéxido de carbo-
no, las instalaciones de generacién de energfa por
combustién que tengan una potencia nominal supe-
rior a 20 MW estdn sujetas también a la autoriza-
cién para emitir gases de efecto invernadero (regula-
da en el Real Decreto-Ley 5/2004, de 27 de agosto,
y el Real Decreto 1866/2004, de 6 de septiembre,
por el que se aprueba el Plan Nacional de Asigna-
cién de Derechos de Emisién 2005-2007).

4.4. La eliminacion de la salmuera y los vertidos
al mar

El mar es objeto de especial proteccién ambiental. A
los efectos que aqui interesan, la norma mds rele-
vante en el dmbito internacional es el Convenio para
la proteccién del mar Mediterrdneo (que tiene su
origen en la Conferencia de Barcelona de 1975), y
su Protocolo sobre proteccién contra la contamina-
cién de origen terrestre (firmado en Atenas el 17 de
mayo de 1980).

En el 4mbito de la Unién Europea hay que desta-
car la Directiva del Parlamento y del Consejo
2000/60/CE, de 23 de octubre (que establece un
marco comunitario de actuacién en el 4mbito de la
politica de aguas). Esa Directiva se aplica no sélo a
las aguas continentales, sino también a las aguas cos-
teras y a las denominadas «aguas de transicion» (que
son las masas de agua superficial préximas a la
desembocadura de los rios que son parcialmente
salinas como consecuencia de su proximidad a las
aguas costeras, pero que reciben una notable
influencia de flujos de agua dulce).

Para realizar vertidos liquidos o sélidos al mar se
exige la previa obtencién de autorizacién adminis-
trativa. Es mds, con arreglo a lo dispuesto en el arti-
culo 61 de la LC, « [...] las autorizaciones adminis-
trativas sobre establecimiento, modificacion o traslado
de instalaciones o industrias que originen o puedan ori-
ginar vertidos al dominio piiblico maritimo-terrestre se
otorgardn condicionadas a la obtencién de las corres-
pondientes autorizaciones de vertido y concesiones de
ocupacién de dicho dominio |...] ».

Segin se infiere de la sentencia del Tribunal Cons-
titucional 149/1991, de 4 de julio (fundamento
juridico 4.F), corresponde a las Comunidades Auté-
nomas la competencia para otorgar o denegar la
autorizacién de vertido al mar. El articulo 58 de la
LC especifica que entre las condiciones a incluir en
las autorizaciones de vertido deben figurar las relati-
vas a los siguientes extremos: (i) plazo de duracién
(no superior a 30 afos); (ii) instalaciones de trata-
miento, depuracién y evacuacién necesarias; (iii)
volumen anual de vertido; (iv) limites cualitativos
del vertido; (v) evaluacién de los efectos sobre el
medio receptor; y (vi) canon de vertido.

En cuanto a la construccién de los emisarios sub-
marinos, hay que estar a lo establecido en la Orden
del Ministerio de Obras Publicas y Transportes de
13 de julio de 1993 (por la que se aprueba la Ins-
truccidén para el proyecto de conducciones de verti-
dos desde la tierra al mar), donde se establece una
distancia superior a los 500 metros «[...] entre la
linea de costa en bajamar mdxima viva equinoccial y
la boquilla de descarga mds préxima |...]» (articulo
3.g). Ademids hay que estar a lo dispuesto en el Real
Decreto 734/1988, de 1 de julio (de normas de cali-
dad para las aguas de bano), que establece que las
muestras se tomardn a 30 centimetros de profundi-
dad y en los lugares donde la densidad media diaria
de baiiistas sea mds elevada.

4.5. La calidad del agua potable

El resultado final del proceso industrial de produc-
cién de agua potable debe responder a los estdndares
de calidad de producto que por razones sanitarias
impone el ordenamiento juridico. Es mds, el consu-
midor no sélo tiene derecho al suministro de un
agua de calidad, sino también a recibir informacién
suficiente y oportuna de la calidad del agua de con-
sumo humano, situaciones de excepcién, medidas
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correctoras y preventivas, asi como todos aquellos
aspectos que afecten al abastecimiento y que puedan
implicar un riesgo para la salud de la poblacién. Por
todo ello no es de extrafiar que el articulo 18.6 de la
Ley 14/1986, de 25 de abril (general de sanidad),
imponga a las Administraciones Publicas la promo-
cién y mejora de los sistemas de saneamiento y abas-
tecimiento de agua.

En ejercicio de su competencia sobre las bases y la
coordinacién general de la sanidad (articulo 149.1
16.2 CE), el Estado ha dictado la Reglamentacién
técnico-sanitaria para el abastecimiento y control de
calidad de las aguas potables de consumo publico
(aprobada por el Real Decreto 140/2003, de 7 de
febrero). Esa norma establece no sélo los criterios
para medir la calidad del agua (pardmetros micro-
biolégicos, quimicos y de radioactividad), sino tam-
bién las sustancias que se pueden utilizar para tratar
el agua y potabilizarla. Igualmente dispone los crite-

rios de impermeabilizacién y estanqueidad que
deben cumplir las instalaciones, tuberfas y conduc-
ciones, asi como los requisitos de los laboratorios
privados que realicen los andlisis (en gran medida es
el sector privado quien desarrolla el control de la
calidad de los productos industriales).

Con independencia de su origen y del tratamiento
de potabilizacién que reciban, los criterios del Real
Decreto 140/2003 se aplican al agua que se utilice
en la industria alimentaria o que se suministre a tra-
vés de redes de distribucién publicas o privadas, o
mediante la utilizacién de depésitos o cisternas. Para
garantizar la calidad del producto, el Real Decreto
140/2003 establece una acumulacién de controles
entre los que distingue: (i) el autocontrol (responsa-
bilidad del proveedor); (ii) la vigilancia sanitaria
(responsabilidad de la Comunidad Auténoma); y
(iii) el control en el grifo (responsabilidad del Ayun-
tamiento).



